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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 002/2023/1
PARTE ACTORA: 

*********** *********** ********** ***********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de enero de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 002/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el cuatro de enero de dos mil veintitrés, *********** *********** **********, compareció en su carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de *********** *********** ********** ***********, a demandar la nulidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del Fraccionamiento ***********, así como la nulidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del desarrollo vertical denominado "*********** ***********".
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintiuno de abril de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las nueve horas del diecinueve de junio de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició esa diligencia sin la presencia de las partes. Enseguida, el Secretario de Acuerdos dio  lectura al escrito inicial de demanda así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora y por parte de las autoridades demandadas. En período de pruebas se tuvo  por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. En atención a lo anterior y al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y en periodo de alegatos el Secretario certificó que las partes no formularon alegatos, por lo que con lo anterior, se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y III, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa al cobro de un crédito fiscal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	04 de noviembre de 2022
	04 de noviembre de 2023
	07 de noviembre al 04 de enero de 2023

	04 de enero de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda *********** *********** **********, en su carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de *********** *********** ********** ***********, hoy actora.
La personalidad de la empresa actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció a través de representante, quien acreditó sus facultades con la copia certificada del acta numero *********** *********** ********** ***********, del volumen *********** *********** ********** *********** del protocolo del Notario Público número *********** con ejercicio en el Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, siendo que además, el acto impugnado se encuentra referido a la moral compareciente, de ahí su interés en la presente controversia.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quien compareció por conducto del titular de la Dirección Jurídica, se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues exhibió copia certificada del nombramiento, documento con el que se acredita el carácter que ostenta, mismo que es visible en foja 65 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

CUARTO.- Determinación de la litis. El problema jurídico consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del Fraccionamiento Imperia, así como la nulidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del desarrollo vertical denominado "*********** ***********, hábiendose acreditado el pago mediante las documentales que fueron exhibidas por la parte actora, visibles en fojas de la 23 a 34 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- El estudio de las causales de improcedencia es de orden público y preferente al fondo del asunto, por lo que si obran constancias agregadas a autos del expediente de las que se advierta alguna de las hipótesis de improcedencia o sobreseimiento del juicio, a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes, estas deben ser tomadas en cuenta para la emisión del fallo, al estar vinculadas dichas actuaciones con la precedencia del juicio. El criterio que adopta la Sala se apoya en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe.

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ANTE LA EXISTENCIA DE ALGÚN INDICIO DE UNA CAUSAL DE ESA NATURALEZA, EL JUZGADOR DEBE INDAGAR O RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS NECESARIAS PARA ASÍ ESTAR EN POSIBILIDAD DE DETERMINAR FEHACIENTEMENTE SI OPERA O NO ESA CAUSAL. Conforme al último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo, el examen de las causales de improcedencia del juicio de garantías es oficioso, esto es, deben estudiarse por el juzgador aunque no las hagan valer las partes, por ser una cuestión de orden público y de estudio preferente al fondo del asunto. Asimismo, esta regla de estudio oficioso debe hacerse extensiva a la probable actualización de dichas causales cuando éstas se adviertan mediante un indicio, sea que una de las partes las haya invocado u ofrecido o que el juzgador las hubiese advertido de oficio, pues con independencia de cuál sea la vía por la que se conocieron esos indicios, el juzgador de amparo los tiene frente a sí, y la problemática que se presenta no se refiere a la carga de la prueba, sino a una cuestión de orden público; por consiguiente, si de las constancias de autos el juzgador de amparo advierte un indicio sobre la posible existencia de una causal que haría improcedente el juicio constitucional, oficiosamente debe indagar y en todo caso allegarse de las pruebas necesarias para resolver si aquélla se actualiza o no y así, probada fehacientemente, sobresea en el juicio o bien en caso contrario, aborde el fondo del asunto. Época: Novena Época, Registro: 176291, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Enero de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 1a./J. 163/2005, Página: 319”

En ese sentido, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala Unitaria advierte, de oficio, que en el presente asunto se actualiza una causal de improcedencia cuyo estudio es preferente por ser una cuestión de orden público.

Bajo ese tenor, este Cuerpo Colegiado advierte que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 228, fracción XII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en relación con el artículo 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la acción intentada no corresponde a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad, como enseguida se explica; 

Primeramente debe decirse que para establecer la competencia de este Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado,  es pertinente atender a lo dispuesto en los artículos 1 y 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, que estatuyen los supuestos de procedencia bajo los cuales se actualiza la competencia del mismo para conocer de los asuntos; preceptos legales que son del tenor literal siguiente: 
 “ARTICULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto establecer la integración, organización, atribuciones y funcionamiento del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 

El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es un órgano jurisdiccional con autonomía para emitir sus fallos y con jurisdicción plena. Formará parte del Sistema Estatal Anticorrupción y estará sujeto a las bases establecidas en los artículos, 123, y 124, BIS de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, la Ley del Sistema Estatal Anticorrupción de San Luis Potosí, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y en el presente ordenamiento..”

“ARTICULO 7 º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; 

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V.
 Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales; 

VI.
 Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores; 

VII. 
Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público; 

VIII. 
Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado; 

IX.
 Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal; 

X.
 Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia; 

XI. 
Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí; 

XII. 
Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo; 

XIII.
 Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias. No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa; 

XIV. 
Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos; 

XV.
 Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI.
 Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí; 

XVII.
 Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y 

XVIII. 
Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal. Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.

De los preceptos legales transcritos con antelación se advierten las siguientes consideraciones:

· Que la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, es de orden público.

· Que la justicia administrativa en San Luis Potosí está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, que es un órgano de control de legalidad con plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos; 

· Que la competencia de este tribunal de jurisdicción contenciosa administrativa se acota a dirimir controversias suscitadas entre los particulares y la administración pública estatal y municipal, entendiendo como tal (administración pública) exclusivamente los órganos dependientes del Poder Ejecutivo del Estado y Municipios, es decir, las dependencias o entidades de carácter administrativo que integran al Poder Ejecutivo Estatal, municipal y organismos descentralizados cuando éstas emitan actos de naturaleza o contenido administrativo.

· Que las salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; por lo que por regla general necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.

De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, incluyendo como una afectación susceptible de ser impugnada, de lo que se sigue que su jurisdicción es restringida, es decir, su procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un  “acto” o ”resolución definitiva” dictada de manera unilateral de las previstas por el artículo 7 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, en el caso en particular se tiene que en el escrito inicial de demanda, que obra agregado a foja 2 a 13 del expediente en que se actúa, la parte actora señala en el apartado identificado como “IV. EL ACTO IMPUGNADO”, como acto impugnado lo siguiente:

“a).- La nulidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del Fraccionamiento ***********, ya que en el mismo se realiza sin que se fundamentara el monto para su cobro, además de que las cantidades mencionadas no guardan correspondencia con lo establecido en la Ley de Cuotas y Tarifa para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales de dicho organismo, vigente en el año 2022.

b).- La nulidad del pago indebido realizado el día 4 de noviembre de 2022, por las tomas domiciliarias para vivienda del desarrollo vertical denominado “**********************”, ya que  ya que en el mismo se realiza sin que se fundamentara el monto para su cobro, además de que las cantidades mencionadas no guardan correspondencia con lo establecido en la Ley de Cuotas y Tarifa para la Prestación de Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje, Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales de dicho organismo, indexación que no le correspondía pagar a mi representada.”
En ese tenor, la parte actora señaló en sus “ACTOS”, el pago por la cantidad y conceptos que refiere, reclamando dicho acto mediante el juicio de nulidad que ahora se atiende.

Para acreditar la existencia de los actos impugnados el accionante, acompañó a su escrito inicial de demanda impresión original del comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 16 de noviembre de 2022, así como del comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 17 de noviembre de 2022, con código QR, cadena original del complemento de certificación digital del SAT, sello digital del CFDI y sello digital del SAT, los cuales se encuentran agregados a foja 31 a 34 de autos, y que se insertan en imagen digitalizada a continuación.

*********** SE INSERTAN IMÁGENES ***********
De la valoración conjunta a los documentos reproducidos se advierte que de ninguna manera constituyen un acto administrativo atribuible como actuación positiva, voluntaria y directa a la autoridad demandada, en relación con la determinación, cálculo o exigencia coactiva del tributo; sino que como bien se desprende del sumario, una vez que la enjuiciante obtuvo las órdenes de pago de las tomas de suministro de agua mismas que solicitó según peticiones de 13 y 14 de octubre de 2022, (visibles a fojas 21 y 22 de autos) procedió a realizar el pago según se acredita con las copias fotostáticas simples de los respectivos comprobantes de pago, visibles a fojas de la 27 a la 30 de autos, liquidación que quedó consignada en las facturas previamente digitalizadas, de tal manera que no pueden considerarse por sí mismas, un acto de autoridad para efectos del juicio de nulidad donde se reclama su ilegalidad por vicios propios.

Lo anterior es así, dado que no obstante la accionante hace consistir el acto impugnado, en la liquidación o pago indebido por la cantidad y los conceptos a que hace alusión, lo cierto es que, pretende sustentar la existencia del acto en el comprobante fiscal digital cuya imagen se digitalizó párrafos previos, toda vez que en dichos recibos se contienen entre otros conceptos, los relativos a: “CONEXIÓN RED DRENAJE FRACCIONADORES VIVIENDA ECONÓMICA”, “CONEXIÓN RED DRENAJE FRACCIONADORES VIVIENDA MEDIA”, “CONEXIÓN RED DRENAJE MAYORES A 60 METROS”, “CONEXIÓN RED AGUA VIVIENDA ECONÓMICA”, “CONEXIÓN RED AGUA COMERCIAL MAYORES A 60 METROS”, “CONEXIÓN AGUA VIVIENDA MEDIA”, “INCORPORACION DE NUEVOS FRACCIONAMIENTOS MEDIA”, “DERECHOS DE EXTRACCIÓN VIVIENDA ECONÓMICA”, “DERECHOS DE EXTRACCIÓN VIVIENDA MEDIA”, “CONEXIÓN RED TRATAMIENTO COMERCIAL MAYORES A 60 METROS”, “TRATAMIENTO ART 11 ECONÓMICA”, “TRATAMIENTO ART 11 MEDIA”, “INCORPORACION DE NUEVOS FRACCIONAMIENTOS ECONÓMICA”, “MEDIDOR BAJO CONSUMO MECANICO”, “APORTACIÓN DE INFRAESTRUCTURA VIVIENDA”,  “APORTACION DE INFRAESTRUCTURA VIVIENDA MEDIA”, “CONEXIÓN RED DRENAJE FRACCIONADORES EDIFICIO SOCIAL Y MINIMA”, “CONEXIÓN RED AGUA EDIFICIO SOCIAL Y MINIMA”, “DERECHOS DE EXTRACCIÓN EDIFICIO SOCIAL Y MINIMA”, “TRATAMIENTO ART 11 SOCIAL Y MIN”, INCORPORACIÓN DE NUEVOS FRACCIONAMIENTOS ECONÓMICA”, “MEDIDOR ULTRASONICO ½” Y “APORTACIÓN DE INFRAESTRUCTURA EDIFICIO SOCIAL Y MINIMA”,   el cual constituye el medio idóneo para justificar debidamente el cumplimiento de una obligación.
Lo anterior deriva de que el pago de servicios al INTERAPAS que consta en los documentos digitalizados, que contienen, el monto y los conceptos que se advierten en los citados documentos; no fue realizado directamente por la actuación de la autoridad ya que si bien este, es el medio idóneo por el cual se puede comprobar el cumplimiento de pago de la contraprestación, de ninguna manera puede considerase por sí mismo, un acto de autoridad para efectos del juicio administrativo de nulidad, al no encontrarse sujeto al cumplimiento de los requisitos formales de fundamentación y motivación que para su legalidad exige el artículo 16 de la Constitución Federal, porque no fue emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que les están atribuidas en la ley, ya que no se trata de un acto unilateral a través del cual la autoridad señalada como demandada, crea, modifica o extingue por sí o ante sí, situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular,  puesto que en atención a su propia naturaleza, el recibo de pago cuestionado únicamente tiene el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación fiscal. 

En ese contexto, el comprobante fiscal digital por internet, folio folio *********** de 16 de noviembre de 2022, así como el comprobante fiscal digital por internet, folio  *********** de 17 de noviembre de 2022, con código QR, cadena original del complemento de certificación digital del SAT, sello digital del CFDI y sello digital del SAT,  no se encuentran dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa se confiera competencia a este Tribunal, para conocer sobre su legalidad, habida cuenta que, la función de este Tribunal es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad a la luz de las normas reguladoras del acto de autoridad y en el caso, no hay materialmente un acto y/o resolución definitiva emitida unilateralmente, por la autoridad que cause agravio al demandante respecto del cual este Tribunal pudiera pronunciarse, de lo que se sigue que el juicio resulta improcedente.
Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias cuyos datos de localización, rubro y contenido son los siguientes. 

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recibo de pago de un tributo no constituye un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, pues lo único que acredita es la existencia de un acto de autoaplicación de la ley relativa. Asimismo, ha precisado que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos solamente constituye el medio idóneo para acreditar el cumplimiento de la obligación correspondiente, pero no un acto de autoridad imputable a la autoridad fiscal. Conforme a lo anterior, las circunstancias particulares que hayan provocado el pago del impuesto indicado, consistentes en que al contribuyente, al acudir ante la autoridad a realizar algún trámite administrativo vinculado con la circulación del automóvil, se le haya determinado un adeudo por concepto de tenencia o uso de vehículos condicionando la prestación del servicio administrativo al pago correspondiente, en cumplimiento de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos, no desnaturaliza al recibo de pago en sí mismo, convirtiéndolo en esas circunstancias en un acto de autoridad para los efectos del juicio de amparo, sino que éste sigue conservando la naturaleza de un mero medio para acreditar el cumplimiento de la obligación tributaria. Lo anterior no implica desconocer que la negativa de la autoridad de proporcionar los servicios administrativos vinculados con la circulación de vehículos, por existir un adeudo relacionado con el impuesto aludido, así como la determinación del monto a pagar, son actos de autoridad para efectos del juicio de amparo…”

TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS Y DERECHOS POR SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 11 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa prevé que este órgano conocerá de los juicios promovidos contra resoluciones definitivas que, entre otras cuestiones, determinen la existencia de una obligación fiscal; fijen en cantidad líquida o den las bases para una liquidación; nieguen la devolución de un ingreso regulado por el Código Fiscal de la Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales; impongan multas por infracción a las normas administrativas federales o causen un agravio en materia fiscal distinto a los anteriores. Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis aislada 2a. X/2003, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, febrero de 2003, página 336, con el rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", sostuvo que el concepto "resoluciones definitivas" a que hace referencia el mencionado artículo 11 abarca no sólo aquellas resoluciones que no admitan recurso o admitiéndolo éste sea optativo, sino también las que reflejen el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento; o bien, como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En tal virtud, si el artículo 4o. de la Ley del Impuesto sobre Tenencia o Uso de Vehículos sólo establece que los contribuyentes del impuesto comprobarán su pago con la copia de la forma mediante la cual lo efectuaron, se pone de manifiesto que el recibo de pago del impuesto sobre tenencia o uso de vehículos y derechos por servicios de control vehicular no constituye una resolución definitiva impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, sino simplemente es el cumplimiento de la obligación tributaria a cargo del contribuyente, cuyo monto puede o no coincidir con el contenido de la propuesta de declaración que al efecto emita la autoridad hacendaria, pues siempre existe la posibilidad de que se pague una cantidad mayor o menor a ese monto, o bien, que en los casos en que no se cuente con dicha propuesta se autodetermine el monto del impuesto a pagar, supuestos en los cuales se evidencia que la autoridad no ha manifestado su última voluntad en relación con el cumplimiento de esas obligaciones tributarias, por lo que cuando el juicio contencioso administrativo se promueva contra el recibo de pago que contiene esas contribuciones resulta improcedente y debe sobreseerse de conformidad con la fracción II del artículo 202, en relación con la fracción II del diverso numeral 203, ambos del Código Fiscal de la Federación.” 

Finalmente se considera oportuno señalar, que en relación a lo preceptuado en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé la garantía de acceso a la justicia, conforme a la cual, toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes aplicables, derecho de comparecer ante Tribunales que administren justicia a instar a juicio y en su caso, para que se ejecute la resolución correspondiente, de manera tal, que ese derecho no debe ser obstaculizado de forma alguna; el hecho de no estar prevista la procedencia del juicio contencioso administrativo tratándose del comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 16 de noviembre de 2022, así como del comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 17 de noviembre de 2022, con código QR, cadena original del complemento de certificación digital del SAT, sello digital del CFDI y sello digital del SAT; ello no implica violación al derecho fundamental de acceso a la justicia, reconocido en el citado artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien, no prevé la posibilidad de impugnar por esta vía contenciosa el citado comprobante fiscal, lo cierto es, que la citada  norma constitucional establece una condición de reserva del sistema legal, conforme al cual, la administración de justicia se impartirá en los plazos y términos que fijen las leyes, pues la propia naturaleza del acto así lo exige, debido a la especialización en materia administrativa del tribunal.
Por tanto, si el gobernado no cumple con uno de los requisitos formales de admisibilidad establecidos en el Código Procesal Administrativo para el Estado, ello no se traduce en una violación a un derecho humano o de tutela jurisdiccional, pues este debe cumplir con el requisito de procedencia atinente a los actos que se sujetan a la competencia de este Tribunal establecida en el numeral 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, dado que se deben observar  las normas que regulan los presupuestos y requisitos procedimentales, encaminados a proteger y preservar derechos, con la finalidad de reconocer el derecho a una tutela judicial efectiva, que de ninguna manera puede derivar en eliminar los presupuestos y requisitos de procedibilidad establecidos dentro del sistema jurídico.

Lo anterior permite concluir, que el acto contenido en el comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 16 de noviembre de 2022, así como en el comprobante fiscal digital por internet, folio *********** de 17 de noviembre de 2022, con código QR, cadena original del complemento de certificación digital del SAT, sello digital del CFDI y sello digital del SAT; no es susceptible de integrar una resolución y o acto dictado de manera unilateral por parte de la autoridad demandada y que en consecuencia pueda analizarse si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional; al tratarse solamente de un documento en el que se requiera el pago efectuado, el que en su caso es el que debe de contener tales requisitos de fondo y forma, por ser este el que provocaría una molestia en la esfera jurídica del gobernado; de lo que se sigue, que en el caso que nos ocupa, se actualiza la causal de improcedencia a que se refiere la fracción XI, del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por lo que debe decretarse el sobreseimiento del juicio, al no acreditarse ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad previstos en la citada disposición normativa.
Del resultado de las anteriores consideraciones, esta Sala Unitaria determina que al acreditarse la causal de improcedencia señalada por el artículo XI del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que se refiere a la improcedencia del juicio como resultado de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa; procede decretar el sobreseimiento de la presente causa acorde con lo dispuesto por la fracción II del artículo 229 del mismo Código.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción III, 9º, fracción III, y 24, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 228, fracción IX, 229, fracción II, 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se SOBRESEE en el presente juicio, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Quinto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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